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La protección de los clientes vulnerables
P U N TO
DE VISTA

Luis Aníbal Avilés
Abogado y Profesor de Derecho en la Universidad de Puerto Rico

E n el contexto de la Ley de Política Pública

Energética de Puerto Rico, la protección

de los clientes vulnerables es fundamen-

tal. Estos ciudadanos, que pueden estar

desconectados del sistema, en tarifas Lifeline o

necesitando planes de pago continuamente, en-

frentan desafíos económicos y sociales significa-

t ivo s .

La realidad es que la falta de acceso a la energía

afecta de manera desproporcionada a los más vul-

nerables en nuestra sociedad. Los clientes des-

conectados del sistema representan una parte sig-

nificativa de esta población, y la desconexión del

servicio energético puede dejar a estos individuos y

familias en situaciones de extrema vulnerabilidad.

Sin acceso a la electricidad, las tareas diarias, como

cocinar, iluminar el hogar o refrigerar los alimentos

y medicamentos, se vuelven difíciles, si no im-

posibles.

Por otro lado, los clientes inscritos en tarifas

Lifeline son aquellos que reciben descuentos en

sus facturas de energía debido a su condición de

bajos ingresos. Aunque estas tarifas proporcionan

cierto alivio financiero, muchos de estos clientes

aún enfrentan dificultades para cubrir el costo total

de sus consumos energéticos, lo que puede lle-

varlos a solicitar planes de pago cada ciclo de fac-

turación. Estos planes de pago, aunque pueden ser

una solución temporal, a menudo no abordan los

problemas subyacentes de pobreza y desigualdad

que enfrentan estos clientes.

La implantación de una tarifa de prepago podría

ser una solución innovadora y efectiva para abor-

dar las necesidades de los clientes vulnerables. Al

permitirles administrar sus bloques de energía de

manera más efectiva, esta medida les brindaría un

mayor control sobre sus gastos y evitaría sor-

presas desagradables al recibir facturas inespe-

radamente altas. Además, empoderaría a los

clientes al otorgarles la capacidad de planificar y

administrar sus recursos de manera más efectiva,

similar al modelo utilizado en la industria de los

teléfonos celulares.

Otra medida que se podría considerar es pro-

porcionar los primeros 12 kilovatios diarios sin

costo para los clientes vulnerables, como se hace

en algunos países europeos. Esto no solo aliviaría

la carga financiera de estos clientes, sino que tam-

bién garantizaría que tengan acceso a una can-

tidad mínima de energía para cubrir sus nece-

sidades básicas, independientemente de su situa-

ción económica.

A mi entender, los prin-

cipios del sistema eléctrico

esbozados en el estatuto

que hoy rige la política ener-

gética en la isla, también co-

nocido como la Ley 17 de

2019, exigen que ningún

cliente debe ser desconec-

tado del servicio.

La decisión de la jueza

Laura Taylor Swain de im-

poner un cargo legado en la

quiebra de la Autoridad de

Energía Eléctrica (AEE) de

Puerto Rico agregará urgen-

cia a la necesidad de abor-

dar estas cuestiones. Este cargo, diseñado para

cubrir las deudas de la referida corporación pú-

blica, podría recaer desproporcionadamente en los

consumidores, incluidos aquellos que ya están lu-

chando para pagar sus facturas de energía. Es cru-

cial actuar con prontitud para proteger a estos

clientes vulnerables y evitar una mayor carga fi-

nanciera sobre ellos.

En última instancia, proteger a los clientes vul-

nerables en Puerto Rico no solo es una cuestión de

tarifas; es un llamado a la empatía y la solidaridad

hacia aquellos que enfrentan dificultades econó-

micas y sociales. La elec-

tricidad no debería ser

un lujo reservado para

quienes pueden pagarla,

sino un derecho básico al

que todos deberían tener

ac c e s o.

La Ley 17-2019 de Puer-

to Rico presenta una

oportunidad para abor-

dar estas preocupaciones

de manera integral. Ade-

más de establecer tarifas

justas y accesibles, debe

garantizar la protección

de los clientes más vul-

nerables y promover medidas que reduzcan la po-

breza energética en la isla. En última instancia,

proteger a los clientes vulnerables es una inversión

en un futuro más justo y equitativo para Puerto

R ic o.

Alquileres a corto plazo: regular sin mitos
P U N TO
DE VISTA

Raúl Santiago Bartolomei
Catedrático Auxiliar Escuela Graduada de Planificación
Universidad de Puerto Rico, Recinto de Río Piedras

A nte la consideración del Senado de

Puerto Rico figura el Proyecto de la Cá-

mara 1557. La medida propone un mar-

co reglamentario para los alquileres a

corto plazo. Cuando comparecí a la vista pública

para discutir la medida señalé que si el proyecto

representa la totalidad de lo que llevaría a cabo esta

legislatura para atender los efectos de estos al-

quileres, entonces el país tendría uno de los es-

quemas reglamentarios más tímidos y limitados

entre todas las jurisdicciones de Estados Unidos.

Me sostengo en esta caracterización.

No obstante, en una reciente columna de opinión,

el fundador de Foundation for Puerto Rico, Jon

Borschow, expresó su sentir sobre este tema ad-

hiriéndose a recomendaciones que son contrarias

o anquilosadas en comparación a las mejores prác-

ticas reglamentarias y los debates presentes en

ciudades a través de todo el mundo.

En su texto, se refiere a cifras no validadas y

descontextualizadas para hiperbolizar que atentar

contra los alquileres a corto plazo implicaría “pro -

vocar que cayéramos nuevamente en la recesión

prolongada que caracterizó la primera parte del

s i g l o…” Obvia que el leve crecimiento por el que

atraviesa el país responde a los fondos federales de

reconstrucción, no a los alquileres a corto plazo.

Además, se refiere a un estudio sobre vivienda,

realizado por la entidad que dirige, para minimizar

el impacto que esos alquileres tienen sobre la crisis

de vivienda en la isla, a pesar de que se ha do-

cumentado y analizado ampliamente cómo esta

actividad ha encarecido la vivienda y cataliza el

desplazamiento de comunidades a través del ar-

c h i pié l a go.

No menciona que dicho estudio padece de bre-

chas metodológicas serias, fue hecho a la medida

para la industria de alquileres a corto plazo y

llevó a que se premiara a dicha organización con

una subvención de la empresa Airbnb. Estos

diagnósticos errados llevan a Borschow a sugerir

que los alquileres a corto sean considerados co-

mo una actividad primordialmente residencial,

por lo que no debe reglamentarse a nivel mu-

n ic i pa l .

Si bien se podrían reconocer excepciones para

arrendadores que alquilan una habitación de su

vivienda, los alquileres a corto plazo son y deben

considerarse como una actividad comercial. De

hecho, se consideran una actividad comercial para

fines contributivos tanto por el Departamento de

Hacienda, como por la Compañía de Turismo, que

los reglamenta como actividad comercial y le aplica

el mismo reglamento en el que se regulan las hos-

pederías.

Considerar los alquileres a corto plazo como un

uso residencial de la propiedad es contradictorio e

inconsistente con la reglamentación vigente. Ade-

más, sería adjudicarle un privilegio reglamentario

del cual no goza ninguna otra actividad económica

en Puerto Rico.

Estos negocios se reglamentan a nivel municipal

a nivel mundial. No hay razón por la que la isla deba

ser la excepción. De hecho, es común que go-

biernos municipales definan marcos reglamenta-

rios mucho más abarcadores a lo establecido en el

Proyecto 1557 para atender los impactos de los

alquileres a corto plazo sobre la vivienda. Como

mínimo incluyen: establecer un sistema de registro

y licencia para arrendadores; cobrar impuestos so-

bre estos alquileres y establecer requisitos que pro-

curen la salud y seguridad de inquilinos y vecinos.

También cubren reglamentar el tipo de alojamien-

to permitido; restringir el número de inquilinos, así

como fijar multas o infracciones por violaciones a

reg u l ac io n e s .

Disposiciones vigentes en otras jurisdicciones re-

quieren que las unidades ofrecidas estén ocupadas

por el dueño de la estructura, limita los días y

noches al año que se pueden rentar y señalan topes

al número de alquileres a corto plazo permitidos

por cada vecindario o ciudad. A esas norma se

suma restringir lugares donde se permite ese tipo

de negocio y la creación de bases de datos o sis-

temas de informática a nivel de ciudad.

La política pública debe partir de información

validada y evaluaciones rigurosas, no de relatos y

estudios carentes de transparencia.

“
Proteger a los clientes
vulnerables no solo es
una cuestión de

tarifas; es un llamado a la
empatía y la solidaridad hacia
aquellos que enfrentan
dificultades económicas y
sociales. La electricidad no
debería ser un lujo reservado
para quienes pueden pagarla,
sino un derecho básico al que
todos deberían tener acceso”
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